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			INTRODUCCIÓN

			Este libro es resultante de un proyecto de investigación comparado sobre la mortalidad por homicidios en América Latina. La intención central del trabajo ha sido explicar lo que llamamos el exceso de mortalidad por homicidios de jóvenes en el subcontinente. Esta región ha tenido las tasas mundiales más altas de homicidios en las últimas décadas, cercanas o mayores a las de África. En 2010, el número total de homicidios en el mundo se estimó en 468 mil, siendo África y América donde no sólo se generó la mayor proporción sino también las tasas más altas, es decir, 36% en África y 31% en América, y ta­sas de  17 y 16 por cada 100 mil habitantes respectivamente, más altas que la global para ese año que era de 6.9. Con base en estas  tendencias, exploramos la condición de varios países de América Latina buscando comparar los casos límite y los que se encuentran alrededor de estos promedios regionales. Nos dedicamos a construir una base de datos completa, consistente y comparable de algunos países sustentada en fuentes públicas y construida con los mismos parámetros. Hasta ahora logramos completarla para cinco países, de los cuales este libro presenta resultados de cuatro estudios de caso. 

			A partir de la compilación de datos, obtuvimos un primer resultado que nos muestra la magnitud del problema de mortalidad y su concentración en el grupo de edad joven. En los años de estudio —entre 1990 y 2010—, en estos países se registraron 1 707 369 homicidios, de los cuales 882 380 (51.7%) ocurrieron en la población de niños, niñas, adolescentes y jóvenes entre 10 y 29 años. Entre las tasas de homicidios por cada 100 000 habitantes de toda la población en un promedio de 21 años, la más alta es la de Colombia (61.3), 16 veces más alta que la Argentina (3.9), 5 veces mayor que la de México (12.0) y 2.4 veces mayor que la de Brasil (25.1). 

			A partir de estos hallazgos generales cada autor desarrolló las posibles explicaciones a las diferencias expuestas, las cuales se deben analizar en relación con el tipo de violencia predominante en cada país. Posteriormente realizamos un estudio comparado entre cuatro países donde exploramos algunas hipótesis sociodemográficas con las cuales intentamos explicar los patrones de ocurrencia; además ofrecemos varias conjeturas y explicaciones particulares para cada estudio nacional.

			En los países seleccionados se observaron cuatro grandes tendencias en el continente durante el periodo mencionado. Por una parte, tasas altas que tendieron a reducirse; en segundo lugar tasas que se mantuvieron de manera estacional; en tercer lugar tasas que se incrementaron sustantivamente y finalmente países que comenzaron el periodo con tasas descendentes y terminaron con incrementos pronunciados. Por ejemplo, los Estados Unidos son el país desarrollado con la tasa más alta  de homicidios (4.8 en 2010), aun cuando está por debajo de la de muchos países vecinos del continente americano en su conjunto; llama la atención que su vecino Canadá tiene históricamente una tasa de ho­micidios inferior (1.6 en 2010). Por su parte Chile (3.2 en 2010 y 3.7 en 2011) y Perú (5.2 en 2009) también tienen tasas por debajo de la global (The Geneva Declaration, 2008). Lo notorio es que los homicidios en América aumenta­ron dramáticamente en algunos países de Centro, Sudamérica y el Caribe. En tal situación están: El Salvador (66.0), Honduras (82.1), Guatemala (41.4), Venezuela (49.0), Jamaica (52.1), Belice (41.7) y Colombia (33.4),[1] aunque en el último se registró un marcado descenso de los homicidios en los últimos seis años.

			Esta situación ha afectado de manera más sensible a niños, adolescentes y jóvenes de entre 10 y 29 años, a quienes se les  etiqueta como víctimas y victimarios, categoría esta última muchas veces usada sin bases ni estudios confiables. Los estudios sobre la tendencia de los homicidios se han solicitado de manera reiterada por gobiernos y organismos internacio­nales como una necesidad para el diseño de propuestas preventivas. 

			Para conocer dichas tendencias de manera congruente, di­señamos el proyecto de investigación comparada Violencia Juvenil, Relaciones con la Policía y Acceso a la Justicia, coordinado por Arturo Alvarado (El Colegio de México), y que obtuvo financiamiento de la Fundación Internacional para La Investigación del Desarrollo de Canadá del International Development Research Centre (IDRC) (proyecto 106289). El propósito fue examinar la mortalidad por homicidio en niñas, niños, adolescentes y jóvenes del grupo de edad 10-29 años, con el fin de proporcionar elementos de análisis que permitiesen una más acertada caracterización de la evolución del problema, y, en lo posible, correlacionar los hallazgos con los encontrados en los estudios cualitativos adelantados en cada uno de los países mencionados. La primera obra fue publicada por El Colegio de México con el título Violencia juvenil y acceso a la justicia en América Latina. 

			Aunque en el diseño de la propuesta se acordó explorar las asociaciones con variables explicativas de carácter estructural tales como nivel de desempleo, índice Gini, nivel de analfabetismo, urbanización y disposición de servicios públicos, los datos recolectados no tuvieron ni la consisten­cia ni la extensión necesarias para el periodo en análisis, de tal manera que sólo se pudieron proyectar algunas regre­siones que no permiten concluir sobre las explicaciones en las tendencias de estos países. Por ello el es­fuerzo se concentra en el análisis de la mortalidad por homicidio durante el periodo 1990-2010 para Argentina, Brasil, Colombia y México, y no incluimos el caso de Guatemala. En un trabajo posterior realizaremos un análisis de las correlaciones entre los hallazgos cualitativos y los cuantitativos.

			MÉTODOS Y FUENTES

			Éste es un estudio de la tendencia de mortalidad por homicidio en el grupo de edad 10-29 años para ambos sexos, en el periodo 1990-2010 en Argentina, Brasil, Colombia y México. Se hizo én­fasis en la identificación de los medios utilizados para come­ter el crimen y en el tipo de arma con la cual se cometió el homicidio. 

			Codificación: se basa en la 10ª Clasificación Internacional de Enfermedades (CIE10) de la Organización Mundial de la  Sa­lud (OMS) (véase la tabla 1); que incluye agresiones: a) por arma de fuego (X93-X95); b) por arma cortante o contundente (X99, Y00); c) otras armas especificadas (X85-X92), y d) arma no determinada (desconocida) (Y09). Procuramos identificar si la muerte ocurrió en ocasión de una acción legal de las fuerzas militares o de policía —Y35—, o en situación de conflicto armado u operación de guerra —Y36—. Sin embargo, Colombia es el único país donde se reconoce un conflicto armado y que codifica esta causa de muerte, por lo tanto decidimos no incluir esta variable en los análisis del resto de los países. 

			En cada uno de los países uno de los investigadores se responsabilizó de agrupar la información tomando como fuentes las instituciones oficiales. Éstas son, para Argentina: el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC); para Brasil, el Ministerio de Salud; para Colombia, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE); para México, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), y para Guatemala, el Instituto Nacional de Estadística (INE). A cada una de estas instituciones se le dirigió una solicitud formal para obtener los datos en el mismo formato de la CIE10.

			Con base en estos registros capturamos la información de cada país en una misma base de datos. Se prepa­ró una planilla de trabajo en Excel con la siguiente información de cada país: la población total, de 10 a 29 años por sexo y la de los siguientes grupos etarios quinquenales: 10-14, 15-19, 20-24 y 25-29; homicidios totales en la población y en cada subgrupo de 10 a 29 años; tipo de arma en cuatro categorías: a) de fuego, b) cortante o contundente, c) otras y d) no determinada. 
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			Así se recolectó información por sexo, edad y tipo de arma sobre mortalidad por homicidio correspondiente a los códigos CIE10 X850 a Y049, Y090 a Y099 y Y100 a Y349, y ocurrida en el periodo 1990-2010, sólo 21 años, para Argentina, Brasil,  Colombia y México, y 2000-2008, esto es, nueve años, para Gua­temala. Se presentan a continuación análisis del conjunto de los países y de cada uno en particular.

			Con base en esta matriz de datos cada uno de los grupos de investigadores realizó los respectivos cálculos comunes de tasas, proporciones, razones y otros ejercicios estadísticos (en un caso se hizo el cálculo de años de vida perdidos). Las tasas crudas para las edades entre 10 y 29 años se ajustaron tomando como base la población mundial de la OMS. Las variaciones entre las tasas crudas y las ajustadas fueron mínimas; de cualquier manera los análisis de comparación de las tasas se hicieron sobre las ajustadas. Luego, cada grupo de trabajo por país tomó esta base de datos e integró información que consideró pertinente para entender las estructuras de mortalidad propias de cada nación.

			RESULTADOS

			Homicidios totales y tasas

			Como ya se dijo, en los 21 años que abarca el estudio se registraron 1 707 369 homicidios en los países analizados, distribuidos de manera desigual entre la población de 10 a 29 años en Colombia, Argentina, México y Brasil (véanse las páginas 11 y 12). Posibles explicaciones a estas diferencias deben analizarse en relación con el tipo de violencia predominante en cada país. 

			En Colombia, además de un conflicto armado interno de más de 50 años, han crecido el narcotráfico, los grupos pa­ramilitares y el crimen organizado, lo cual implica una mayor violencia estructural de fines económicos para los cuales se utiliza el homicidio, bien sea debido a pugnas por territorios o control del mercado, retaliaciones políticas, deudas u otras razones; en el caso de los adolescentes y jóvenes, muchos de ellos son utilizados para diferentes actividades delictivas, como la distribución de sustancias psicoactivas, el transpor­te de armas, atracos por órdenes superiores de los capos, o incluso el asesinato por encargo. Las consecuencias de estas acciones parecen no ser claramente evaluadas por los jóvenes, aunque muchos de ellos son conscientes de los altos riesgos que esto implica, incluida la propia muerte a corto plazo. En México ocurrió un incremento de los homicidios a partir de 2008 durante la administración del presidente Felipe Calderón.

			La tasa ajustada más alta para el grupo de 10 a 29 años por cada 100 000 habitantes se registra en Colombia (85.3), 2.3 veces mayor que en Brasil (36.3), 6.3 veces más alta que en México (13.0) y 17.7 veces más alta que en Argentina (4.8). Ahora bien, la mayor proporción de muertes violentas se observa en Guatemala (56.1%) y Brasil (54.9%), y la menor en Argentina (41.7%). Cualquiera que sea la evolución de estas tendencias, además de la seve­ridad, es necesario llamar la aten­ción sobre lo que significa acabar con las vidas de cientos de miles de niños y jóvenes: lo que representa para sus familias y la sociedad. A lo largo de la presente obra se comenta este tema. En todas las contribuciones del libro, mostramos un notorio incremento del uso de armas de fuego largas, de alto poder en los homicidios.

			Esta obra nos proporciona una base de datos que ilustra ciertos patrones de ocurrencia comunes en la mortalidad juvenil. Esperamos favorecer el conocimiento del problema para posteriormente continuar con nuestros estudios y ofrecer algunas soluciones, pues el asunto es de crucial importancia en la vida cotidiana de nuestras comunidades.

			Agradecemos a El Colegio de México y al IDRC habernos otorgado la oportunidad de realizar esta obra. Asimismo queremos expresar nuestra gratitud a las instituciones públicas y privadas que nos proporcionaron los datos. Y sobre todo al equipo de colaboradores que nos apoyó en distintos momentos de esta investigación. En México: Úrsula Alanís, Susana Esquivel, Gabriela Figueroa y Alejandro Ocaña. En Colombia: Silvio Duque y Luz Estela Lozada. En Brasil: Fernanda Lopes, Caren Ruotti. Y en Argentina: Marcio Alazraqui, Alejandro Capriati y Osvaldo Santiago.

			Dedicamos el trabajo a las víctimas de este trágico periodo de nuestra historia y a quienes están comprometidos con erradicar la violencia.

			A nombre del equipo de investigadores, 

			ARTURO ALVARADO, ALBERTO CONCHA-EASTMAN, 

			HUGO SPINELLI Y MARÍA FERNANDA TOURINHO PERES.

			NOTA AL PIE

			
				
					[1] En este documento utilizaremos la tasa de homicidios por cada 100 000 habitantes.

				

			

		

	
		
			
			

			VULNERABILIDAD Y DERECHOS SOCIALES:  DATOS Y NOTAS SOBRE MORTALIDAD  POR VIOLENCIAS EN ADOLESCENTES Y JÓVENES EN ARGENTINA (1990-2010)

			Hugo Spinelli,[1] Marcio Alazraqui, Osvaldo Santiago, 

			Alejandro Capriati[2]

			INTRODUCCIÓN

			Este trabajo aborda la cuestión de las violencias en adolescentes y jóvenes en Argentina con especial atención en las principales causas de muerte en el periodo 1990-2010, durante el cual murieron 204 664 adolescentes y jóvenes (tabla 1.1, en la p. 45), de ese total 114 734 fueron muertes por violencias (56.1% del total de las muertes en adolescentes y jóvenes) (tabla 1.2, en la p. 48), y representaron el 28.9% del total de las muertes por violencias en el país en todas las edades (396 325 muertes) (tabla 1.8, en la p. 63). 

			Observar las muertes por violencias en adolescentes y jóvenes es una tarea en la cual se deben conjurar el pasmo y asombro. Nada justifica el desconcierto por la persistencia de la violencia y la opresión (Benjamin, 1982). Lo asombroso es precisamente el estupor ante el hecho de que la prepotencia sea aún posible (Resta, 1995). 

			En 1992 la tasa de mortalidad por homicidio en adolescentes y jóvenes (de entre 10 y 29 años) era de 4.9 por cada 100 000 habitantes en el territorio argentino. Diez años más tarde, al iniciarse la crisis económica y política —fines del año 2001—, la tasa se duplicó y alcanzó la máxima expresión del periodo (10.3 por cada 100 000 habitantes en 2002); a partir del 2004 comienza a disminuir alcanzando valores en 2010 semejantes al de 1990, lo cual mostró una tendencia decreciente. La tasa de mortalidad por suicidios entre 1990 y 2010 es similar a la tasa de mortalidad por homicidios: mientras la primera varía  entre 3.8 y 9.3 por cada 100 000 habitantes, la segunda oscila entre 4.4 y 10.3. No obstante, una y otra se comportan de modo distinto: los suicidios crecen de manera importante entre 1997 y 2004, y a partir de ese año permanecen relativamente estables con tasas que duplican a las de comienzos de la década de los noventa. Los valores más elevados de la tasa de mortalidad por agresiones o por suicidios constituyen el piso de la tasa de mortalidad por lesiones en el transporte. Su tendencia también es diferente: salvo los primeros años de la década de los noventa y algunos del 2000 (1990, 1991, 2002-2005, que son los más bajos de la serie), la tasa de mortalidad por lesiones en el transporte, mal llamados accidentes, se mantiene en cifras de dos dígitos, con picos en 1994 y 1998 (13.6 por cada 100 000 habitantes, en cada uno de los dos años). La tendencia es creciente tanto en suicidios como en mortalidad por lesiones en el transporte desde los últimos años del periodo en estudio.

			Sirva esta breve introducción para dar cuenta de la magnitud y recurrencia de la violencia en la vida de adolescentes y jóvenes. En 2002, en plena crisis de la sociedad argentina, murieron más adolescentes y jóvenes por homicidios (1 334) que la suma de los fallecimientos por infecciones respiratorias agudas, enfermedades cerebrovasculares, SIDA, septicemia y enfermedades infecciosas y parasitarias. En 2010, la suma de los fallecimientos por dichas enfermedades fue inferior a los casos registrados de muertes por suicidios y lesiones en el transporte (1 232 y 1 708, respectivamente). 

			En 2009 el análisis de las estadísticas de mortalidad del Ministerio de Salud de la Nación permite concluir que:

			• Por cada 13 muertes de adolescentes y jóvenes por violencias, hubo otras 10 debidas a cualquier causa de muerte no violenta. Es decir que la probabilidad de morir para una persona de entre 10 y 29 años por un accidente, un homicidio o un suicidio fue de 30%, 1.3 veces mayor que la de morir por cualquier otra causa no violenta. De esas 13 muertes por violencias citadas al inicio del párrafo, 82% correspondía a varones.

			• Por cada 10 muertes de causas no violentas en adolescentes y jóvenes hubo 3.6 muertes por lesiones en el transporte, 80% eran varones; 2.6 muertes por suicidio, donde los varones representaron 79%, y 1.9 muertes por homicidio, donde el porcentaje de varones muertos fue de 90%.

			Esto significa que en 2009:

			• Cada 2 días murieron 9 adolescentes y jóvenes por lesiones en el transporte.

			• Cada 3 días murieron 10 adolescentes y jóvenes por suicidio y 7 por homicidio.

			• Cada 2 semanas murieron 63 adolescentes y jóvenes por lesiones en el transporte —como si hubiera ocurrido un accidente de Once[3] cada 14 días—.

			• Cada mes murieron 308 adolescentes y jóvenes por lesiones en el transporte, homicidios y suicidios —como si se hubiera caído cada 30 días un avión Air Bus 340-330 con su tripulación y sus pasajeros—.

			El análisis de las intersecciones entre la condición juvenil y las muertes por violencias remite al concepto de vulnerabilidad. A diferencia de la noción de riesgo individual, la vulnerabilidad atiende sobre todo el contexto o escenario en el cual los sujetos y las prácticas se desarrollan; desde una perspectiva de vulnerabilidad y derechos sociales, el objeto principal de atención se desplaza de las identidades, personales o sociales —con fuerte sesgo hacia la culpabilización o la estigmatización—, hacia las relaciones sociales, base de las situaciones de vulnerabilidad, como las relaciones de género, las económicas y las generacionales, entre otras (Ayres et al., 2012). La vulnerabilidad se entiende como un conjunto de aspectos individuales y colectivos vinculados con una mayor susceptibilidad a perjuicios y menor disponibilidad de recursos para su protección. Las tres dimensiones constitutivas del análisis de la vulnerabilidad —lo individual, lo social y lo programático—, son un modo de superar tanto la dicotomización entre lo individual y lo colectivo como la factorización de las determinantes contextuales (Ayres et al., 2012). El análisis conjunto de las tres dimensiones de la vulnerabilidad permite captar aspectos susceptibles de investigación e intervención (Pecheny, 2012). 

			Si bien diferentes conjuntos de derechos fueron incorporados a distintos países con itinerarios singulares relacionados con diversas luchas contra la desigualdad (Fleury, 1999; Abramovich y Courtis, 2006), las transformaciones vinculadas  con las reformas estructurales neoliberales en Argentina y otros  países de América Latina profundizaron la precarización de las condiciones de vida y las condiciones de ciudadanía (Reguillo, 2005; Epele, 2010). Así, el ejercicio de los derechos sociales —por ejemplo, a la educación, al trabajo, a un nivel de vida adecuado y a la salud—, en los cuales es imprescindible la intervención del Estado para que los asegure (Fleury, 1999), se ha visto modificado frente a los cambios políticos y sociales. 

			El capítulo está estructurado en cinco apartados. El primero tiene el propósito de estudiar los rasgos centrales de las muertes por violencias en adolescentes y jóvenes. En el segundo se expone sintéticamente la situación social de adolescentes y jóvenes en Argentina en las últimas dos décadas. En el tercero se recuperan aportes para conceptualizar la condición juvenil y enmarcar el problema de la violencia. En el cuarto se analizan la mortalidad general y las principales causas de muertes en adolescentes y jóvenes en toda la república Argentina, para ambos sexos, en algunas áreas y edades seleccionadas. Además se detallan los egresos de hospitales públicos de Argentina por violencias en adolescentes y jóvenes. En el apartado quinto se describen las conclusiones que retoman los principales hallazgos y problemas identificados. El sexto contiene los anexos.

			NOTAS SOBRE LA SITUACIÓN SOCIAL DE LA POBLACIÓN JOVEN

			La población argentina es urbana; en su amplia mayoría reside en localidades de más de 2 000 habitantes (89.5%, INDEC, 2001).  Según el Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas de  2010, la población residente en Argentina asciende a 40 117 096 personas, de lo cual se obtiene una variación intercensal relativa de 10.6%. Dicho porcentaje es similar a la variación relativa 1991-2001 (11.2%) (INDEC, 2010). 

			En Argentina un tercio o una cuarta parte de la población puede caracterizarse como joven en función de cómo se agrupen los límites de edad. Tiene entre 10 y 29 años 33.6% de la población, es decir 13 476 171 personas (INDEC, 2010). Si se agruparan con personas de entre 15 y 29 años, concentraríamos 24.8% de la población. El peso específico de este grupo poblacional en las últimas cuatro décadas se mantiene relativamente constante, con variaciones de escasa magnitud (Miranda et al., 2007); por ejemplo, en 1970 la población de entre 15 y 29 años de edad representaba 24.5%. 

			Existen distintas maneras para establecer la amplitud del rango etario de la categoría juventud. Por ejemplo, la Organización de Naciones Unidas (ONU) define como joven a la población de entre 15 y 24 años de edad, al igual que el criterio europeo. En Argentina, la Dirección Nacional de Juventud define de ese modo a personas de entre 15 y 29 años de edad (Dirección Nacional de Juventud, 2010). Para los fines del presente artículo, se agrupa a las personas de entre 10 y 29 años de edad como población joven. Atendiendo a la amplitud de edades y reconociendo la diversidad de ciclos, circunstancias y momentos de la vida, se distinguen tres subgrupos: adolescentes (entre 10 y 14 años), jóvenes (entre 15 y 24 años) y jóvenes adultos (entre 25 y 29 años), adaptando la propuesta de Miranda et al. (2007). Esta distinción es pertinente para describir tendencias poblacionales, y se torna borrosa y ambigua en el análisis de casos singulares o grupos particulares.[4]

			La edad mediana de la población argentina, es decir, la edad que divide a la población en dos grupos con igual número de personas, es 29.8 años, y resulta levemente inferior para varones (28.7 años) y superior para mujeres (30.8 años). El índice de masculinidad del grupo de edad 10-29 (100.8) es superior al de la población general (94.8). Cuanto más joven es la población, mayor es el índice de masculinidad: así, entre los 10 y los 14 años, el índice de masculinidad es de 103.2, y entre los 15 y los 19 de 101.6. Para los rangos etarios 20-24 y 25-29 el índice de masculinidad es 99.8 y 98.3, respectivamente; la tendencia descendente se agudiza a medida que la población envejece; por ejemplo, a los 70 años, el índice de masculinidad es de 78.7 (INDEC, 2010). En la gráfica 1.1 se muestra la estructura por edad y sexo de la población.
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			Si bien no han acontecido cambios en la posición que ocupan las personas jóvenes dentro de la pirámide poblacional en  las últimas cuatro décadas, el escenario sociohistórico ha cambiado significativamente para las actuales generaciones (Miranda et al., 2007) en un contexto de transformaciones globales y regionales del capitalismo contemporáneo. 

			Los cambios globales, en marcha desde los años setenta, han redefinido la relación entre economía, política y sociedad. El sentimiento de inseguridad e incertidumbre, de acuerdo con el planteo de Fitoussi y Rosanvallon para el caso francés (2003), es una de las consecuencias de la globalización económica y del triunfo de un individualismo que deshace solidaridades y multiplica desigualdades. Junto a las desigualdades “tradicionales” o estructurales referidas a la jerarquía de ingresos y acceso a la vivienda, aparecen “nuevas desigualdades”, relativas tanto a las  heterogéneas situaciones de empleo como a las condiciones de vida, por ejemplo, las desigualdades frente a la salud, los servicios y el equipamiento público (Fitoussi y Rosanvallon, 2003). Las desigualdades sociales no son una peculiaridad de América Latina; con sus especificidades, grupos étnicos o marginales en Europa y los Estados Unidos están inmersos en escenarios que restringen las posibilidades de sus trayectorias (Bourgois, 2003; Wacquant, 2007). La imagen que los llamados “Estados-nación avanzados” construyeron de sí mismos desde la posguerra como sociedades cada vez más democráticas, gracias a la reducción de las desigualdades sociales (a cargo del Estado de Bienestar en el caso de Europa, o vía el “efecto de derrame” de la economía de mercado en el caso de los Estados Unidos), ha estallado ante la multiplicación de protestas públicas y tensiones étnicas, y el aumento de las privaciones en distintas ciudades durante las últimas décadas (Wacquant, 2007). Las revueltas callejeras en las periferias de París en el 2005 o en las periferias de Atenas  en 2008 son expresiones singulares de una crisis económica global que afecta especialmente a las generaciones más jóvenes (Feixa, 2011); este ciclo de protestas juveniles, emergente también en Madrid y los suburbios ingleses, pone de relieve un lumpenproletario de la era posindustrial, formado por jóvenes hiperinformados, hiperformados y precarizados. 

			En los países de América Latina, como se sabe, el acceso a recursos y oportunidades está atravesado por marcadas desigualdades: por un lado, una porción más o menos reducida de jóvenes alcanza niveles de vida similares al segmento juvenil de los países industrializados, y por otro lado la situación de la mayoría se asemeja a la de los países más pobres (CEPAL y OIJ, 2004; 2008). Así, los grupos juveniles con alto nivel económico y movilidad global tienden a parecerse más a grupos privilegiados de otras latitudes que a los jóvenes pobres de sus países (Krauskopf, 2008). El acceso inequitativo sigue patrones, en términos de segregación espacial, de clase, género, orientación sexual y pertenencia étnica (Bendit et al., 2008). 

			Los escenarios nacionales no son homogéneos en los países de la región y presentan diferencias en el interior de cada uno de  ellos. En las últimas dos décadas se han alternado ciclos de crisis y crecimiento económico, por un lado, y cambios en las orientaciones políticas de los gobiernos, por el otro. De acuerdo con el Panorama social de América Latina 2012 (CEPAL, 2012), la pobreza y la indigencia en la región continúan su tendencia descendente, y han alcanzado una de las tasas más bajas registradas en las últimas tres décadas, especialmente a partir del aumento de los ingresos en los hogares pobres. Pese a su reducción, la pobreza y la indigencia continúan en niveles altos (en 2011 el 29.4% de la población de la región era pobre), y la desigualdad en materia de distribución de ingresos es aún uno de los principales desafíos en la región. 

			En el caso argentino, los cambios en el papel del Estado y  las políticas macroeconómicas, profundizados durante la década de los noventa y agrupados bajo el término “modelo neoliberal”, implicaron una heterogeneización de la pobreza, una crisis en torno al empleo y una fragmentación del sistema educativo (Kessler, 2002; 2006; Altamir y Beccaria, 2001; Pucciarelli, 2002; Tedesco y Tenti, 2002; Isla y Miguez, 2003; Pérez Sosto y Romero, 2008), transformando las condiciones de vida de la población joven. Esas modificaciones económicas y políticas, iniciadas en 1975 y continuadas durante la dictadura militar, generaron un incremento de la desigualdad y la pobreza (Epele, 2003; Svampa, 2005). 

			Para dimensionar el deterioro de las condiciones de vida hacia fines de la década de los noventa y primeros años del siglo XXI, cabe recordar que durante la crisis de 2001-2002 la tasa de desempleo para la población general era de 21.5%, agravada con un subempleo de 12.7% (INDEC, 2002). El desempleo juvenil para el grupo 20-24 años era de 27.2%, meses antes del estallido social de 2001 (Miranda et al., 2007). Los niveles de pobreza, indigencia y desempleo aumentaron de modo drástico tras el colapso económico de 2001 (Zeballos, 2003). Hacia fines de 2002, casi dos tercios de la población argentina (57.7%) se consideraban pobres, máximo nivel histórico registrado en el país. Las altas tasas de desocupación en jóvenes y la creciente vulnerabilidad en las condiciones de empleo explican, en buena medida, por qué la población joven ha sido uno de los grupos más perjudicados por los cambios en la estructura ocupacional (Miranda et al., 2007). 

			Las transformaciones de las últimas décadas, cuya eclosión política más pronunciada ocurrió hacia fines de 2001, han instalado un nuevo umbral a partir del cual pensar las desigualdades en Argentina (Svampa, 2009). Estos cambios pueden ser leídos como un proceso de expropiación del bienestar marcado por el resquebrajamiento de las formas tradicionales de bienestar, la emergencia de promesas vinculadas al mercado y la producción de nuevos malestares y padecimientos (Epele, 2010). El vertiginoso desmantelamiento de formas tradicionales de producción del bienestar y su mercantilización, como sintetiza Epele, no tuvo en consideración el desarrollo de sistemas de protección y asistencia para vastos sectores de la población, expulsados del mercado de trabajo formal, despojados de derechos sociales. El abandono y el desamparo generaron profundos cambios en los modos “en que la vulnerabilidad, la fragilidad, el placer y el sufrimiento toman y reforman los cuerpos sociales y subjetivos” (Epele, 2010, p. 45). 

			Desde fines de 2002, un periodo de crecimiento económico sostenido comenzó a revertir las altas tasas de desocupación e inició un ciclo de mejoras en distintos indicadores macroeconómicos y sociales. No obstante, no resulta una ecuación simple precisar en qué medida se han revertido y cuánto las brechas sociales abiertas en la década de 1990, de acuerdo no sólo con el crecimiento económico, sino también con el impacto de las políticas de inclusión social en materia de empleo, educación y, especialmente, asignaciones universales como la Asignación Universal por Hijo (AUH), política de transferencia de ingresos hacia la niñez y la adolescencia. En este nuevo escenario abierto en la década pasada, también ha sido significativo el avance en la creación de jurisprudencia en el campo de los derechos sociales en general, y de los derechos de niñas, niños y adolescentes en particular.

			Las mediciones oficiales y privadas coinciden, con pequeñas diferencias, en la reducción de las tasas de indigencia y pobreza en el periodo de recuperación económica posdevaluación, desde la crisis de 2001-2002 hasta 2007 (ODSA, 2011).[5] 

			Hacia 2010, es posible delinear algunos contornos del actual escenario a partir de los datos del Censo Nacional de Población, Hogares y Personas 2010. En lo relativo a la asistencia a establecimientos educativos formales, el panorama es específico en función de subgrupos por edad: 

			• Entre los 6 y los 14 años, casi la totalidad asiste a un establecimiento escolar (97.7%). 

			• La asistencia desciende significativamente en la población de 15 a 17 años, entre los cuales 18.1% no asiste a un  establecimiento escolar; dicho porcentaje es superior entre los varones (20.7%) en relación con las mujeres (15.5%); en términos absolutos, 220 978 varones y 162 063 mujeres. La gran mayoría (79.8%) de las personas de entre 15 y 19 años de edad ya desvinculadas del sistema educativo tienen el ciclo secundario incompleto. 

			• En el grupo de edad de entre 18 y 24, el porcentaje de asistencia a un establecimiento educativo alcanza poco más de un tercio (37.3%).

			• Cabe recordar que la Ley de Educación Nacional (núm. 26206 de 2006) determina la obligatoriedad de la educación secundaria, lo que asienta un total de 13 años de educación obligatoria, incluidos el ciclo inicial y la primaria.

			En lo que respecta al nivel de ocupación, en 2010, de acuerdo con los datos censales (INDEC, 2010):

			• La tasa de actividad de la población de 14 años y más alcanza 65.6%, porcentaje significativamente mayor entre los varones (77.4%) que en las mujeres (54.7%).

			• Para el grupo 14-24 años la tasa de actividad es de 51.2%, mientras que para el grupo 25-34 es del 82.3%. Con respecto a la tasa de empleo, en el grupo 14-24 alcanza 44.8% y en el grupo 25-34 trepa a 77.5%. 

			• La tasa de desocupación, es decir, las personas que están buscando trabajo y no lo consiguen, constituye 5.9% de la población económicamente activa; en el caso de las mujeres, la tasa de desocupación prácticamente duplica a la de los varones (8.2% y 4.2%, respectivamente). 

			• Para el grupo 14-24 años, la tasa de desocupación alcanza 12.4%, y duplica la tasa general. En el grupo 25-34 la desocupación desciende a 5.8%. Si se comparan los datos de los dos últimos censos (2001-2010), se identifica un crecimiento de la tasa de actividad y de la tasa de empleo.

			En este nuevo escenario sociohistórico, la transición lineal y predecible hacia la vida adulta ha perdido su poder explicativo frente a la desestandarización y emergencia de itinerarios y trayectorias cada vez más diferenciados y fragmentados (Miranda et al., 2007; Bendit et al., 2008). La distribución del impacto de las restructuraciones no es homogéneo: el segmento joven con menor capital educativo y menores ingresos padece las consecuencias más severas (Miranda et al., 2007). A pesar de la tendencia creciente de la matrícula escolar y los años de  escolaridad, son heterogéneas las posibilidades de acceso a una  educación de calidad, cuya accesibilidad está condicionada por el sector social de pertenencia y el lugar de residencia (Miranda et al., 2007). Las experiencias educativas de los sectores menos favorecidos están atravesadas por convicciones contradictorias: por un lado, la vivencia de ser educado por instituciones carentes de los recursos necesarios y, por otro lado, la certeza de contar con más años de escolaridad que los padres (Kessler, 2002). El origen social constituye una variable medular en las posibilidades de inserción laboral de los jóvenes: por un lado, interviene indirectamente mediante el acceso a diferentes niveles de educación, y por otro, incide directamente en tanto que a pesar de un igual nivel educativo, entre jóvenes de diferente origen social existen diferentes tasas de empleo  y desocupación, lo cual devela desventajas en las posibilidades de valorizar las credenciales educativas (Pérez, 2009). Entre los jóvenes de entre 15 y 24 años en el IV trimestre de 2011 la proporción de desempleados llegaba a 18.7% y el “empleo informal” afectaba a más de la mitad (57.3%) de la población joven empleada (Pérez Sosto y Romero, 2012). Para el segmento joven de hogares pobres o de sectores medios bajos, aun transitando con éxito el ciclo secundario, no existe garantía de acceso a una ciudadanía plena, por el contrario, se enfrenta con un escenario de bajas expectativas. En estas condiciones estructurales la inclusión social de un número importante de jóvenes se vuelve compleja.

			Las dificultades en el acceso a una formación de calidad y a un empleo estable sin duda enmarcan la vida cotidiana de mujeres y varones jóvenes, con mayores o menores restricciones para materializar proyectos de vida. Los residentes más jóvenes de barriadas populares se debaten entre una instrucción formal devaluada que no garantiza un futuro mejor y un empleo que una y otra vez confirma inestabilidad y precariedad. No obstante, es un error describirlos como una “generación perdida”: sin intereses personales ni iniciativas grupales, desinteresada y apolítica, predispuesta en sus actividades recreativas al abuso de drogas y a la violencia, entre otros diagnósticos tremendistas (Capriati, 2012). La heterogeneidad de las condiciones de vida y de los procesos de subjetivación, según el planteo de Di Leo (2011), hace que las violencias se vivan de diferentes formas por distintos grupos de jóvenes dependiendo no sólo de la posición en el espacio social, sino también de las relaciones de género, la utilización de recursos o capitales, la apropiación de derechos, entre otros.

			Un asunto apenas mencionado refiere a los modos en que las políticas, servicios y programas inciden en las condiciones de vida de distintos grupos de adolescentes y jóvenes, es decir, la dimensión programática de la vulnerabilidad en términos de Ayres et al. (2012). Sin duda, aportaría insumos para la elaboración de prácticas de abordaje de las situaciones de violencia la sistematización de los estudios locales relativos a los modos en que la promoción de derechos, políticas públicas, programas y servicios, facilita y protege la vida y el bienestar de las personas.

			APORTES CONCEPTUALES SOBRE LA CONDICIÓN JUVENIL  Y LAS VIOLENCIAS

			La condición juvenil es objeto de preocupación, investigación e intervención. Su objetivación refiere a un fenómeno no exento  de ambigüedades: simplificando, pero no mucho, la juventud tiende a ser representada como un problema que debe ser controlado al mismo tiempo que se reconoce la necesidad de considerarla un acto estratégico del desarrollo o se promueve un enfoque de derechos (Reguillo, 1991; Margulis y Urresti, 1996; Dayrell, 2003; Chaves, 2005; Kornblit, 2007; Bendit et al., 2008; Hopenhayn y Morán, 2008). La conversión en objetos de  estudio de los problemas sociales, definidos como tales en las agendas pública y mediática, constituye uno de los desafíos más serios para el análisis de la sociedad (Bourdieu et al., 2004; Lenoir, 1993) y de la condición juvenil en particular. Los problemas sociales, especialmente como objetos de políticas públicas, tienden a recortar de modo más o menos arbitrario parcelas de la realidad (como “la juventud de los suburbios”, “los jóvenes violentos”, “las madres adolescentes”, “los jóvenes pobres”, etcétera), sin integrar las prácticas en contextos y totalidades que les den sentido, sin prestar atención a la heterogeneidad de modos de ser joven en el espacio social. A continuación se agrupan diversos aportes para abordar la condición juvenil frente a las transformaciones recientes de la sociedad contemporánea: 

			• En su acepción más simple, la condición juvenil refiere al modo en que cada sociedad procesa y organiza el paso del tiempo y la edad (Reguillo, 1991; Feixa, 1998; Chaves, 2010). Las legislaciones, las instituciones y las costumbres prescriben reglas, expectativas y derechos vinculados con la edad. Es un criterio utilizado para reglamentar acciones tan diversas como votar, manejar un auto, salir del país, realizarse una vasectomía, etcétera. Los límites, definidos legalmente y cambiantes según épocas y contextos, tienen consecuencias en materia de acceso a derechos civiles, políticos y sociales. Estos ordenamientos, además de las legislaciones, están presentes en las reglas y expectativas sociales, institucionalizadas o no, acerca de qué es lo permitido y qué es lo esperado  de una persona a cierta edad: estudiar, vivir con sus progenitores, trabajar, permanecer soltera(o), estar casada(o), tener hijas(os), etcétera. 
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Gréfica 1.1. Estructura por edad y sexo de la poblacién total
de Argentina en 2010.
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Tabla 1. Codificacién utilizada con base en la Clasificacién Internacional de Enfermedades (c1e10).
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